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CONSULTA 032/2023. Responsabilidades a que están afectas las garantías y procedimiento 

recaudatorio.  

 

CONSULTA 

 

“Desde la Sección de económicos de la Delegación Provincial XX necesitamos asesoramiento en relación 

a los siguientes expedientes: 

 

EXPEDIENTE 1: 

Con fecha xx de xx de xxxx se formalizó contrato con una empresa por un importe de adjudicación de XX 

euros, IVA excluido. 

 

Según informes de los responsables del contrato en cada lote, se han producido incumplimientos en la 

ejecución del mismo, por lo que siguiendo el procedimiento establecido en el PCAP para la imposición de 

penalidades por incumplimiento parcial se inició con fecha 20 de junio de 2023 el procedimiento para la 

imposición de una penalidad del 10% del precio total sin iva, (XX€) de acuerdo con el porcentaje que para 

este tipo de incumplimiento establece el Anexo I del PCAP. 

 

En el acuerdo de inicio se le concede un plazo de 10 días hábiles para que realice alegaciones sin que, 

una vez transcurrido el plazo, haya presentado ningún documento. 

 

De conformidad con la LCSP y el PCAP, las penalidades se harán efectivas mediante deducción de las 

cantidades que, en concepto de pago total o parcial, deben abonarse a la contratista o sobre la garantía 

que, en su caso, se hubiese constituido, cuando no puedan deducirse de los mencionados pagos. En este 

último caso, la contratista deberá reponer la garantía en el plazo de 15 días desde la ejecución del 

acuerdo de imposición de penalidades, incurriendo en caso contrario en causa de resolución del contrato. 
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Según nuevos informes de los responsables, la empresa continúa sin cumplir el contrato y además la 

garantía definitiva constituida por importe de XX €, no es suficiente para cubrir la penalidad, por lo que 

nos surge la siguiente duda: 

En la Resolución que se dicte ¿deberá indicarse que, en caso de no proceder a la ampliación y reposición 

de la garantía, se procederá a su cobro a través del procedimiento recaudatorio que prevén los artículos 

23 y 24 de la Ley de Hacienda de CLM y la Ley General Tributaria, o este debería tramitarse de manera 

separada aplicando estas normas? 

 

Desconocemos si existen instrucciones para proceder al cobro de estas penalidades para casos similares. 

 

EXPEDIENTE 2: 

Se notifica a la empresa adjudicataria de uno de los lotes requerimiento previo a la adjudicación en el 

que se otorga un plazo de diez días hábiles de conformidad con el artículo 150.2 de la LCSP, para que 

presente la documentación justificativa previa a la adjudicación. 

 

Finalizado el plazo para presentar la documentación, la empresa no ha presentado la documentación 

requerida, por lo que el día 20 de junio de 2023 se notifica resolución de exclusión para el procedimiento 

de adjudicación. 

 

Con fecha 27 de junio de 2023 se inicia procedimiento para declarar retirada la oferta y exigirle el importe 

del 3 por ciento del presupuesto base de licitación, IVA excluido, en concepto de penalidad. 

Necesitamos conocer como en el caso anterior el procedimiento para exigir dicha deuda”. 

 

 

RESPUESTA 

 

En relación con la citada consulta, dividiremos la respuesta en dos partes, tal y como lo ha hecho la 

entidad consultante: 
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• EXPEDIENTE 1: 

 

Para dar respuesta a la cuestión planteada en este supuesto, hay que partir de lo dispuesto en el artículo 

194.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al 

ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 

2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (LCSP, en lo sucesivo), que establece, en orden a la imposición 

de penalidades, lo siguiente: 

“2. Las penalidades previstas en los dos artículos anteriores se impondrán por acuerdo del órgano de 

contratación, adoptado a propuesta del responsable del contrato si se hubiese designado, que será 

inmediatamente ejecutivo, y se harán efectivas mediante deducción de las cantidades que, en concepto 

de pago total o parcial, deban abonarse al contratista o sobre la garantía que, en su caso, se hubiese 

constituido, cuando no puedan deducirse de los mencionados pagos”. 

 

Dicho esto, para el supuesto de imposición de penalidades, y tal y como resulta del tenor literal del 

citado artículo, la garantía responde de forma subsidiaria, respecto a la deducción de los pagos. 

 

Del mismo modo, el artículo 110 de la propia LCSP establece, dentro de las responsabilidades a las que 

están afectas las garantías: “las penalidades impuestas al contratista conforme al artículo 192 de la 

presente ley”. 

 

Por su parte, y para el caso de que la garantía no sea suficiente, el artículo 113.2 de la LCSP señala que: 

“2. Cuando la garantía no sea bastante para cubrir las responsabilidades a las que está afecta, la 

Administración procederá al cobro de la diferencia mediante el procedimiento administrativo de 

apremio, con arreglo a lo establecido en las normas de recaudación”. 

 

La entidad consultante se refiere al hecho de “ampliar y reponer” la garantía definitiva constituida. Sobre 

el importe de la garantía, hemos de señalar que el mismo se refleja en el artículo 107 de la LCSP (con 

carácter general, el 5 por cien del precio final ofertado, o del presupuesto base de licitación, en el 

supuesto de precios unitarios). Este precepto constituye legislación básica y el órgano de contratación 

no tiene la capacidad de fijar cualquier otro porcentaje (salvo los supuestos a que se refiere el citado 

artículo). Así, la garantía no podrá ampliarse más allá del importe por el que haya sido constituida (en el 
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caso que nos ocupa, XX €, salvo que hubiera de reajustarse en el supuesto de modificación del contrato), 

a efectos de hacer frente al pago total de las penalidades. Únicamente, si se ha hecho uso de las misma, 

deberá reponerse o ampliarse (se refiere la ley, en este último caso, al supuesto de que no se hubiera 

hecho uso de la garantía en su totalidad), en la cuantía que corresponda, “en el plazo de quince días 

desde la ejecución, incurriendo en caso contrario en causa de resolución”, tal y como se desprende del 

artículo 109.2 de la LCSP, a efectos de seguir con la ejecución del contrato (no para pagar el resto de la 

penalidad por el importe que reste de lo constituido como garantía definitiva). 

 

Dicho esto, y respondiendo a la pregunta planteada en la consulta, en caso de no poder hacer efectivas 

las penalidades mediante la deducción de las cantidades que deban abonarse al contratista, y la 

garantía definitiva no sea suficiente para hacer frente a las mismas, se deberá llevar a cabo el cobro de 

la diferencia mediante el procedimiento administrativo de apremio, con arreglo a lo previsto en las 

normas de recaudación. Asimismo, en el caso de haber hecho uso de la garantía, deberá reponerse la 

misma en el plazo de 15 días, siendo causa de resolución en caso contrario. 

 

Para concluir y sintetizando lo anterior, el procedimiento para hacer efectiva las penalidades, sería el 

siguiente: 

 

1. En primer lugar, mediante deducción de las cantidades pendientes de abonar al contratista. 
 

2. En segundo lugar, responderá la garantía definitiva. 
 

3. Finalmente, y para el caso en que la garantía no sea suficiente, se deberá llevar a cabo el cobro de 

la diferencia mediante el procedimiento administrativo de apremio. Sobre este procedimiento nos 

referiremos a continuación, cuando demos respuesta a la segunda de las cuestiones planteadas. 
 

4. Con independencia de lo anterior, y con el objetivo de que la ejecución del contrato siga estando 

cubierta, deberá reponerse la garantía de la que, en su caso, se hubiera hecho uso. Si el contratista 

no procede a llevar a cabo la citada reposición en el plazo establecido, deberá resolverse el contrato, 

con el objeto de que no se siga ejecutando al no contar con ninguna garantía que respalde su 

correcta ejecución. 
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• EXPEDIENTE 2: 

 

Para dar respuesta a la segunda cuestión, debemos hacer referencia a lo dispuesto en el artículo 113.2 

de la LCSP, que establece que: “Cuando la garantía no sea bastante para cubrir las responsabilidades a 

las que está afecta, la Administración procederá al cobro de la diferencia mediante el procedimiento 

administrativo de apremio, con arreglo a lo establecido en las normas de recaudación”. 

 

El artículo 106.1 de la LCSP indica la responsabilidad a que está afecta la garantía provisional: “(…) se 

podrá exigir a los licitadores la constitución previa de una garantía que responda del mantenimiento de 

sus ofertas hasta la perfección del contrato”. 

 

Por su parte, el artículo 150.2 de la LCSP indica en su párrafo segundo que “De no cumplimentarse 

adecuadamente el requerimiento en el plazo señalado, se entenderá que el licitador ha retirado su oferta, 

procediéndose a exigirle el importe del 3 por ciento del presupuesto base de licitación, IVA excluido, en 

concepto de penalidad, que se hará efectivo en primer lugar contra la garantía provisional (que, como 

se ha indicado, responde del mantenimiento de la oferta hasta el momento de su perfección), si se 

hubiera constituido, sin perjuicio de lo establecido en la letra a) del apartado 2 del artículo 71”. 

 

Con la nueva ley de contratos, la exigencia de garantía provisional en el procedimiento de contratación 

se establece con carácter excepcional; así, el citado artículo 106.1 indica: “En el procedimiento de 

contratación no procederá la exigencia de garantía provisional, salvo cuando de forma excepcional el 

órgano de contratación, por motivos de interés público, lo considere necesario y lo justifique 

motivadamente en el expediente. (…)”. 

 

En el caso que nos ocupa no ha existido la constitución de garantía provisional para poder hacer efectiva 

la penalidad del 3% por retirada indebida de la oferta, a que se refiere el artículo 150.2 de la LCSP. 

Aplicando analógicamente lo dispuesto en el artículo 113.2 (que se refiere a un supuesto de garantía 

insuficiente para cubrir las responsabilidades a que está afecta) a la circunstancia de no haber sido 

constituida la garantía provisional a la que acudir en primer lugar para hacer efectiva la penalidad del 

3%, será preciso aplicar las normas del procedimiento recaudatorio a que se refiere la LCSP.  
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En el ámbito de la Administración de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, hemos de tener 

en cuenta, en materia recaudatoria, las siguientes normas: 

- Decreto Legislativo 1/2002, de 19 de noviembre de 2002, por el que se aprueba el Texto 

Refundido de la Ley de Hacienda de Castilla-La Mancha (en adelante, TRLHCLM) 

- Decreto 182/2010, de 06/07/2010, por el que se regula la gestión recaudatoria de la Junta de 

Comunidades de Castilla-La Mancha (en adelante, Decreto 182/2010). 

- Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (en adelante, LGT). 

- Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, por el que se aprueba el Reglamento General de 

Recaudación. 

 

De lo dispuesto en las citadas normas es preciso distinguir en la gestión recaudatoria entre el periodo 

voluntario de pago y el ejecutivo. Así, el TRLHCLM regula en su artículo 24 la “recaudación de las deudas 

de Derecho público” con el siguiente tenor literal: 

“1. El pago de las deudas correspondientes a los derechos a que se refiere el artículo 23.1 de esta Ley se 

realizará en período voluntario o en período ejecutivo. 

2. El período voluntario será el establecido en las normas aplicables a los diferentes recursos. 

3. El período ejecutivo se iniciará el día siguiente al de conclusión del período voluntario de pago”. 

 

Por su parte, el artículo 11 del Decreto 182/2010, que regula el “Inicio del procedimiento recaudatorio”, 

establece que “1. En las liquidaciones practicadas por la Administración y, en general, en la notificación 

de cualquier acto que determine el inicio del plazo de pago de los recursos de naturaleza pública, además 

del contenido que deba recoger según su normativa específica, se deberá incluir el lugar, forma y plazo 

en los que deba ser satisfecha la deuda. 2. Cuando el pago deba hacerse mediante documento 

normalizado según lo previsto en el artículo 5, se acompañará éste a la notificación de la liquidación o 

acto correspondiente. 3. En defecto de regulación expresa en la normativa aplicable de cada recurso, los 

plazos de pago en período voluntario serán los establecidos en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 

General Tributaria.” (el subrayado es nuestro). 
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El documento normalizado para el pago, a que se refiere el artículo, sería, en el caso que nos ocupa, el 

modelo 050, tras haber realizado la consulta a la Dirección General de Tributos y Ordenación del Juego. 

 

Los plazos de pago, dado que la normativa contractual no se refiere a los mismos, serían, tal y como 

dispone el artículo 11, los establecidos en la LGT; en concreto, su artículo 62 los prevé de acuerdo con 

lo siguiente: 

“2. En el caso de deudas tributarias resultantes de liquidaciones practicadas por la Administración, el 

pago en período voluntario deberá hacerse en los siguientes plazos: 

a) Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días uno y 15 de cada mes, desde la fecha de 

recepción de la notificación hasta el día 20 del mes posterior o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato 

hábil siguiente. 

b) Si la notificación de la liquidación se realiza entre los días 16 y último de cada mes, desde la fecha de 

recepción de la notificación hasta el día cinco del segundo mes posterior o, si éste no fuera hábil, hasta 

el inmediato hábil siguiente.” 

 

En cuanto al lugar del pago, el artículo 5.1 del Decreto 182/2010 establece “Con carácter general, el 

pago de los derechos económicos de naturaleza pública de la Junta de Comunidades de Castilla-La 

Mancha se efectuará en las entidades de crédito autorizadas como colaboradoras en la gestión 

recaudatoria o en la prestación de los servicios de caja, mediante los documentos de pago aprobados de 

conformidad con lo dispuesto en este decreto y en sus normas de desarrollo.” 

 

Finalmente, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 del Decreto 182/2010, que regula el 

"impulso de la recaudación en periodo ejecutivo", si la licitadora no hubiera pagado el importe 

correspondiente, una vez finalizado el periodo voluntario de ingreso “corresponde al órgano o entidad 

que tenga atribuida la gestión recaudatoria de la deuda en el citado período impulsar el procedimiento 

de apremio, en la forma y condiciones que a tales efectos fije la Consejería que tenga atribuidas las 

competencias en materia de hacienda”. 
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Tras lo expuesto, podemos concluir lo siguiente: 

- En la resolución en la que se acuerde la retirada indebida de la oferta y se aplique la penalidad 

a que se refiere el artículo 150.2 de la LCSP, se deberá acompañar (a los efectos del pago 

voluntario de la penalidad) el modelo 050 que, previamente, el órgano de contratación habrá 

de haber generado en el sistema GRECO. 

- En la citada resolución se deberá indicar el lugar, forma y plazo en los que deba ser satisfecha la 

deuda. Para la determinación del plazo habrá que tener en cuenta lo establecido en el artículo 

62.2 de la LGT. El pago podrá realizarse en las entidades de crédito autorizadas como 

colaboradoras en la gestión recaudatoria. También podrá efectuarse el pago a través de otros 

medios y en otros lugares, con los requisitos y condiciones establecidos para cada uno de ellos. 

Se puede consultar la dirección https://portaltributario.jccm.es/realizacion-de-pagos para 

obtener más información sobre éstos). 

 

En el caso de que la licitadora no haya pagado en periodo voluntario, el órgano de contratación deberá 

indicar en el sistema GRECO la fecha de notificación para realizar el pago que se le diera al interesado y 

la fecha de vencimiento de la misma. El sistema, automáticamente, dará traslado a la Consejería de 

Hacienda para que ésta inicie la tramitación del pago en periodo ejecutivo. 

 

 

Finalmente indicar que, sin perjuicio de lo señalado anteriormente, la presente respuesta a la consulta 

planteada tiene carácter meramente informativo y en ningún caso resulta vinculante. 

 
 

EL SERVICIO DE ASESORAMIENTO Y NORMALIZACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE CONTRATACIÓN 

https://portaltributario.jccm.es/realizacion-de-pagos

